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Los obstáculos al mecenazgo

Históricamente, el mecenazgo ha supuesto una prác-
tica indispensable dentro de los ámbitos de la cultura y la 
ciencia para que creadores e investigadores desarrollen 
sus actividades con la garantía de contar con un respaldo 
que les permita llevarlas a cabo.

Una vez el artista o científico finalizaba su proyecto y 
este se daba a conocer, tanto él como su favorecedor eran 
reconocidos públicamente por la aportación conjunta que 
suponía la obra o estudio resultante, a uno por su ideación 
y desarrollo, al otro por el “apadrinamiento” necesario para 
su obtención. Épocas como el inicio del Imperio Romano, 
el Renacimiento, o durante el auge de las burguesías euro-
peas tras la Revolución Francesa, acostumbraron a desta-
car parejamente el nombre del creador y su mecenas por 
sus contribuciones a la sociedad, llegando estos últimos a 
alcanzar mayor relevancia en las ocasiones en que su apo-
yo encumbró a camarillas enteras de artistas y eruditos.

En la actualidad, países del llamado primer mundo que 
han heredado en sus estructuras sociales la tradición del 
mecenazgo aún se esfuerzan por publicitar dualmente 
a creador y mecenas, pues ambos son responsables de 
lo aportado, si bien el mecenas ha contribuido a ello sin 
expectativas de obtener beneficios en retorno. Es sabido 
que Estados Unidos, Francia o Reino Unido son algunos 
de esos países cuya tradición de mecenazgo está profun-
damente arraigada y desarrollada en sus sociedades. 

En cambio, en España, por comenzar con un ejemplo, el 
nombre de Delfina Entrecanales está destinado a diluirse 

Lo cierto es que, en España, la tradicional asociación 
del mecenazgo a personalidades con alto nivel socioeco-
nómico es errónea, pues no es solo una actividad propia 
de quienes están en posesión de fortunas exorbitadas: 
unos recursos medios, generosidad y la convicción de 
que contribuir a una causa puede mejorar la vida de otros 
bastan para ejercerla. La falta de pedagogía a este res-
pecto impide la imbricación del mecenazgo en la cultura 
cívica de la población española, una de las menos con-
cienciadas con la filantropía en Europa. 

No obstante, aunque en España la voluntad general 
de apoyar económica y materialmente proyectos de inte-
rés general sin rédito de vuelta es apenas testimonial, la 
ciudadanía española es considerada por las ONG como 
una de las más fiables en envío de ayuda humanitaria en 
situaciones de emergencia, como demostró tras los terre-
motos de Nepal y la reconstrucción de Haití. Además, el 
país encabeza rankings mundiales de solidaridad en otras 
materias como recoge, por ejemplo, el Registro Mundial 
de Trasplantes respecto a la donación de órganos. 

Por tanto, España cuenta con la materia prima nece-
saria para fomentar la conciencia de mecenas, pero sus 
élites políticas carecen de atrevimiento para alimentar esa 
inquietud cívica, acomodadas en la repudia al altruismo de 
los magnates y a la inversión en cultura e investigación.

En los años posteriores a la crisis de 2008, el Gobier-
no asumió políticas frugales que afectaron notablemen-
te a las partidas de cultura, ciencia y desarrollo, minando 
casi trescientos cincuenta millones en ayudas públicas a 
la espera de que su vacío lo ocupase la financiación pri-

en el imaginario colectivo (si es que en algún momento fue 
conocido) a pesar de estar condecorada como Comandan-
te de la Orden del Imperio Británico por su extensa labor 
filantrópica en Reino Unido. Como el suyo, el de tantos 
otros mecenas españoles cuya contribución a la cultura, la 
cooperación o la investigación está silenciada o incesante-
mente vilipendiada por las autoridades públicas.

No son pocos los representantes políticos españoles 
(algunos con responsabilidades de Gobierno) que han con-
vertido en costumbre atacar a personalidades destacadas 
o empresarios que desarrollan una labor de filantropía por 
fobias políticas. Portavoces de partidos de Gobierno han 
llegado a declarar que el sistema de sanidad público debe 
rechazar las millonarias aportaciones que donan periódi-
camente algunos empresarios a la investigación contra el 
cáncer y vicepresidentes del Gobierno han manifestado 
que es indigno de la democracia española “aceptar limos-
nas de multimillonarios”. Pueden recogerse declaraciones 
similares al respecto de las donaciones hechas al Museo 
del Prado por alguna de sus patronas y de la acción social 
que fomentan las fundaciones de las entidades bancarias. 

Esta criminalización de la participación privada en 
causas de interés público, amparada o directamente 
promovida por algunas de las instituciones más relevan-
tes del Estado, se hace asociando la filantropía a la ac-
tividad de las grandes fortunas en exclusiva (asociación 
incorrecta pero consciente), una vez se ha desarrollado 
un discurso dirigido a contaminar los marcos mentales 
del ciudadano según el cual cualquier poseedor de ri-
queza alberga fines perversos.  

vada. Tras negar cualquier tipo de deducción fiscal a los 
posibles filántropos interesados en actuar como parche, 
esa financiación nunca llegó, perdiéndose por el camino 
programas de apoyo a la investigación y dinámicas de 
acción cultural y social que no han vuelto a recuperarse. 
Se manifestó de este modo que la financiación privada 
no podía ser sustituta de la pública, sino un complemen-
to añadido a los fondos del Estado dedicados a cumplir 
el mandato constitucional de proteger el patrimonio y 
promover la investigación científica y la cultura desde 
los poderes públicos. 

Respecto al papel que toma la sociedad en la difícil 
situación que atraviesa el mecenazgo, es tanto el desco-
nocimiento sobre esta actividad que apenas hay opinión 
formada. Los partidos políticos lo aprovechan para mos-
trarse como abanderados de la causa semanas antes de 
la celebración de comicios; así, durante las campañas 
electorales, formaciones de todo signo pretenden trami-
tar la primera Ley de Mecenazgo del país, sabedores de 
que una propuesta así en un país sin tradición filantrópica 
no atrae un porcentaje de voto decisivo, pero sí embellece 
el programa electoral hablar de cultura.

Sin embargo, el mecenazgo en España está regulado 
desde hace veinte años por la Ley 49/2002, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incen-
tivos fiscales al mecenazgo, con un precedente más an-
tiguo y embrionario en una Ley de Fundaciones del año 
1994 que en su Título II ya reconocía la importancia de la 
colaboración empresarial y las deducciones fiscales para 
involucrar a la sociedad en esta dinámica. 
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La Ley 49/2002 extrajo de su predecesora Ley de Fun-
daciones los fundamentos esenciales del Título II y se 
especializó en desarrollar un régimen jurídico más flexi-
ble que el de las fundaciones para todas las entidades 
sin ánimo de lucro, y fijó su objetivo en el fomento del 
mecenazgo a través de los beneficios fiscales a los que 
podrían acogerse los benefactores, algunos mucho más 
ambiciosos que los de otros países del entorno. Poste-
riormente, la norma fue modificada en 2014 y, como ayu-
da a ciertas prácticas culturales durante la pandemia, en 
2020 —mejorando ligeramente los incentivos tributarios y 
facilitando las producciones extranjeras en el país—. Pero 
estas actualizaciones se demuestran insuficientes ante 
la acusada obsolescencia de la ley.

Desde su promulgación, España ha experimentado una 
transformación económica y adelantos tecnológicos que 
abren nuevas vías al mecenazgo imprevisibles hace dos 
décadas. Las prioridades de la población han cambiado y 
no se reflejan en esta ley. El ejemplo más relevante lo vemos 
en el aspecto virtual, cada día más dinámico y permeable, 
que ofrece soluciones como el crowfunding al que la ley 
es ajena. Por ello es necesaria una nueva regulación sobre 
mecenazgo que actualice el modelo de la Ley 49/2002, que 
no se quede en los retoques superficiales como hicieron 
las anteriores reformas y que aspire a cambiar el modelo 
de participación privada para hacerlo accesible a todo es-
trato social. De nada sirve modificar la normativa si no se 
hace un esfuerzo adicional por generar en la ciudadanía 
la conciencia de mecenas y convertir la filantropía un acto 
habitual y desinteresado, por humilde que sea. 

El mecenazgo supone un factor indispensable para la 
evolución de la sociedad, y trasladar esa visión al ciuda-
dano es la principal misión que debe asumir el legislador 
antes de embarcarse en la reforma legal. Para ello debe 
conocer que se enfrenta al desconocimiento generalizado 
sobre la práctica, la obsolescencia del texto legal que la 
regula, el desprestigio al que una parte de las instituciones 
somete a los filántropos y la falta de compromiso estatal.

Actividades de interés general y entidades beneficiarias 
de mecenazgo

A lo largo de la Historia el mecenazgo se ha aprecia-
do como un fenómeno emparentado con la promoción 
cultural, si bien desborda este aspecto y la colaboración 
del mecenas puede extenderse a actividades científicas, 
artísticas o sociales como hemos dicho anteriormente. 

De hecho, el mecenazgo cultural es el menos practi-
cado a nivel internacional con especial marginación en 
los sistemas anglosajones, los cuales priorizan otros 
sectores tales como el sanitario, el educativo o, encabe-
zando los estudios estadounidenses, el religioso. Ade-
más, en los últimos años las donaciones a la cultura se 
han visto gravemente mermadas como consecuencia de 
la pandemia, sustancialmente aquellas procedentes de 
grandes corporaciones que han congelado o reducido 
sus aportaciones a instituciones destacadas.

En España, el sector cultural y otros beneficiarios de 
mecenazgo ya adquirieron en la primitiva Ley de Funda-
ciones de 1994 el término “actividades de interés general”, 

uno que por su ambigüedad fue especificado numerus 
apertus: “fines de asistencia social, cívicos, educativos, 
culturales, científicos, deportivos, sanitarios, de coopera-
ción para el desarrollo, de defensa del medio ambiente, 
de fomento de la economía social o de la investigación, 
de promoción del voluntariado social, o cualesquiera 
otros fines de interés general de naturaleza análoga”.

La posterior Ley 49/2002, así como la Ley de Funda-
ciones 50/2002, melliza de la primera, desarrollan esa 
lista para adaptar las actividades de interés general a la 
realidad social del país, incluyéndose áreas como los fi-
nes de defensa de los derechos humanos, de las víctimas 
del terrorismo, laborales, de fortalecimiento institucio-
nal, de promoción y atención a las personas en riesgo de 
exclusión por razones físicas, económicas o culturales, 
de fomento de la tolerancia, de promoción de los valores 
constitucionales y de defensa de los principios democrá-
ticos, de investigación científica, desarrollo o innovación 
tecnológica y de transferencia de la misma hacia el tejido 
productivo como elemento impulsor de la productividad y 
la competitividad empresarial. 

La necesaria reforma del régimen de mecenazgo 
español deberá revisar en su redacción estas activida-
des de interés general para actualizar aquello que la 
sociedad considera ahora de “interés general”. Firmes 
candidatos a ampliar esa lista serán los de defensa del 
espacio rural, de protección animal y de fomento del cre-
cimiento poblacional.

La proliferación de nuevos espacios considerados de 
utilidad común, unida a la ya de por sí mermada actividad 

filantrópica en España, llevará a los actores interesados a 
buscar confluencias entre varios de estos sectores para 
captar apoyos de mecenas multidisciplinares.

Para lograr esto, la razón lleva a enfocar la búsqueda 
de esos mecenas a través de la creación de entidades 
beneficiarias de mecenazgo según el art. 16 de la Ley 
49/2002. Pertenecer a este grupo de corporaciones re-
conocidas como beneficiarias de mecenazgo permite 
aprovechar las ventajas fiscales contempladas para los 
donantes que las apoyan con sus aportaciones, lo que 
no impide que otras entidades no amparadas por el art. 
16 reciban donaciones. La diferencia radicará en que 
estas últimas no permitirán al oferente beneficiarse de 
ninguna deducción. 

 Entre esas entidades se enumeran las ONG de coo-
peración al desarrollo, las federaciones deportivas 
españolas y las autonómicas que se encuentren inte-
gradas en las primeras, el COE y el CPE, todas las funda-
ciones, que por su concepción constitucional nacen al 
servicio de un fin de interés general, y algunas asocia-
ciones, aquellas declaradas de utilidad pública para que 
su actividad se revierta en la sociedad; no será procla-
mada la utilidad pública de una asociación cuyos objeti-
vos sirvan a intereses particulares, por lícitos que sean. 

También se consideran entidades beneficiarias de 
mecenazgo el Estado, las Comunidades autónomas y en-
tidades locales, así toda su Administración, las Universi-
dades públicas, los organismos públicos de investigación 
dependientes de la Administración General del Estado, la 
ONCE, Cruz Roja, las entidades de la Iglesia reconocidas 
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en el acuerdo económico con la Santa Sede, las Reales 
Academias, la Biblioteca Nacional, el Instituto Cervantes 
o el Museo del Prado, entre otros. Algunas de ellas, como 
la Biblioteca Nacional y el Museo del Prado, son institu-
ciones culturales públicas dotadas de autonomía en la 
gestión de los fondos que reciben, fortuna que no corren 
otras instituciones culturales públicas cuyas donaciones 
absorben los fondos públicos.

La Ley 49/2002 y una propuesta de reforma

Como se resaltaba anteriormente, a diferencia de paí-
ses como Estados Unidos, Francia o Reino Unido, donde 
la filantropía es contemplada como una labor necesaria 
de responsabilidad social corporativa por parte de las em-
presas y valorada por ciudadanos de toda clase, España 
carece de tradición de mecenazgo. Los últimos datos de 
los que disponen el Ministerio de Cultura, la Agencia Tri-
butaria y la Asociación Española de Fundaciones, apuntan 
a que el perfil de persona jurídica donante responde al de 
sociedad con ingresos anuales de entre 1,5 y 6 millones 
de euros, mientras que el de persona física es el de hom-
bre sexagenario sin descendencia con ingresos anuales 
de entre 30 y 60 mil euros, un grupo reducido que en po-
cos años comenzará a experimentar un paulatino declive.

Conocedor de la nula tendencia a la donación de su 
sociedad, el legislador buscó fomentarla a través de be-
neficios fiscales para quien donase a las causas de inte-
rés general reglamentadas, una técnica contemporánea 
que ha demostrado su eficacia en las últimas décadas en 

numerosos países, pero que va contra el principio funda-
mental que define el mecenazgo: la cesión por altruismo 
sin expectativas de retorno. 

La problemática que planteaba esta paradoja ha pa-
recido resolverse con el historial de datos, pues se ha 
comprobado en la práctica totalidad de los países que 
aplican incentivos fiscales al mecenazgo que, cuanto 
mayores son las deducciones fiscales para empresas y 
particulares, mayores son las aportaciones que hacen 
los donantes y aumenta el número de mecenas, moti-
vados por la expectativa de deducirse en los impuestos 
que declaran a la vez que su donación va dirigida sin 
tantas retenciones a la actividad que han elegido. No 
obstante, en España los porcentajes tienen amplio mar-
gen de mejora, sobre todo en el caso de las empresas, 
donde en fechas previas a la pandemia apenas el 1% de 
declarantes del Impuesto de Sociedades se acoge a las 
deducciones establecidas en la Ley 49/2002.

Con su promulgación, la Ley de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fisca-
les al mecenazgo, incrementó las ventajas fiscales res-
pecto a la norma predecesora con el ánimo de involu-
crar a la ciudadanía con la labor de las organizaciones 
sin ánimo de lucro, convirtiéndose en uno de los textos 
legales europeos pioneros en el ámbito: se recogían in-
centivos del 25% en deducciones en el IRPF y el 35% 
en el Impuesto de Sociedades. Estas mejoras en la fis-
calidad de los donantes demostraron un notable incre-
mento en las aportaciones cuya tendencia se mantuvo 
al alza hasta 2008.

Posteriormente, en 2003, Francia redactó su propia 
Ley de Mecenazgo y aumentó al 66% las deducciones 
para las personas físicas y al 60% para las jurídicas, 
abriendo la posibilidad de que estas llegasen al 90% si 
las donaciones se destinaban a los Tesoros Nacionales. 
El impacto de estas mejoras en las aportaciones fue 
exitoso: las áreas beneficiarias del mecenazgo vieron 
incrementar las contribuciones que recibían en más del 
50%. Alemania, en busca también de la implicación de 
la sociedad en labor de mecenazgo, garantizó un 100% 
de deducción en el primer tramo de donaciones hechas 
por particulares, e Italia por su parte ya cuenta con una 
Ley que contempla el 65% deducible en 3 años para par-
ticulares que donen al mantenimiento del patrimonio.

En el caso de España, la Ley 49/2002, tras la reforma 
de 2014, establece como deducciones generales a las 
empresas donantes un 35% en el Impuesto de Socieda-
des y, en el caso de las personas físicas, hasta un 75% 
en el caso de los micromecenas (donaciones inferiores 
a los primeros 150 euros) y 30% en el resto. Si bien en el 
año 2002 los incentivos de la ley fueron un impulso para 
acercar al ciudadano medio al mecenazgo y hacerle res-
ponsable de una causa de utilidad pública, hoy se de-
muestran vetustos. No han sido pocos los intentos por 
actualizar los porcentajes e incrementarlos (al punto de 
duplicarlos en propuestas de ley de la década pasada), 
pero hasta hoy ninguno ha fructificado. 

Los beneficios de las deducciones fiscales por do-
naciones y otras aportaciones son una forma atractiva 
de motivar el mecenazgo, especialmente en el ciudada-

no particular, pero estas no deben ser la razón principal 
para promover una nueva Ley de Mecenazgo. El fin es la 
consecución de una sociedad comprometida con la fi-
lantropía, independientemente de la bonanza fiscal que 
suponga esa práctica al bolsillo.

Así, de abordarse la reforma, esta deberá plantearse 
como una oportunidad para propiciar un cambio de mo-
delo social donde ser mecenas sea sinónimo de ser buen 
ciudadano sin necesidad de poseer grandes riquezas.

En esta línea, el cambio en la ley debería abordar 
cómo atraer nuevos mecenas a edades tempranas y 
fidelizar sus aportaciones, por ejemplo, ofreciendo 
ventajas fiscales reforzadas a aquellos jóvenes que 
destinen un porcentaje de sus primeras nóminas a las 
actividades de interés general referidas en la ley o a las 
actividades prioritarias de mecenazgo que establece 
anualmente la Ley de Presupuestos Generales del Esta-
do. Se contaría así con la colaboración en mecenazgo 
de las generaciones más jóvenes, aquellas que, por otro 
lado, son más exigentes con la rendición de cuentas de 
las organizaciones dedicadas a fines sociales y están 
más dispuestas a implicarse en las causas que abande-
ran más allá de la dotación económica. La búsqueda de 
pertenencia a una causa con valores definidos en eda-
des tempranas es un factor relevante a sopesar en la 
búsqueda de nuevos practicantes de mecenazgo.

La llamada conciencia de mecenas, el auténtico ob-
jetivo a conseguir, inserta en los marcos mentales de la 
colectividad la idea de que las aportaciones voluntarias 
particulares generan una red de sostenimiento de la 
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que todos salen beneficiados. De esta forma, las deduc-
ciones generales por donación deberían mantenerse y 
aumentarse en una nueva Ley de Mecenazgo, pero no 
ser el aspecto troncal de la misma, solo un factor más, 
considerado preliminar a la conquista de un compromi-
so social con la filantropía. 

El foco, por tanto, debe ponerse en otras mejoras le-
gislativas, algunas de especial urgencia, como conver-
tir por fin a artistas y empresas culturales tales como 
galerías o casas de venta de arte en beneficiarios di-
rectos de mecenazgo, algo que hasta ahora en Espa-
ña solo contempla la ley foral de Navarra y que países 
como Reino Unido o Francia tienen incorporado en sus 
sistemas legales desde hace décadas. Se dotaría así de 
mayor libertad a los creadores individuales para bus-
car quien sostenga su labor y las empresas basadas en 
compraventa de arte podrían otorgarse nuevas herra-
mientas para mantener sus actividades.

La cesión de espacios temporales a asociaciones 
con utilidad pública reconocida por el Estado o el re-
conocimiento legal de prácticas tan habituales en em-
presas de consultoría como los pro bonos, son otras 
formas de mecenazgo que la actual ley no refleja y que 
la necesidad y el sentido común premian a considerar. 
También que los donantes puedan asumir las deudas 
del beneficiario es otra forma más atípica de mecenaz-
go, pero la liberalidad de la filantropía demuestra que no 
solo es posible mediante concesiones monetarias. 

Urge además un cambio en el tratamiento que se da 
desde las instituciones públicas al mecenas. La socie-

dad española conserva instalada en su cultura la creen-
cia de que los actos de altruismo deben mantenerse en 
la privacidad de quien los comete, sin opción a publici-
dad y arrinconándolos en el anonimato. Sin duda, una 
de las razones por las que la tradición del mecenazgo 
tiene tan poco arraigo en España es por la falta de refe-
rentes reconocidos que sirvan de ejemplo público para 
normalizar la práctica, y el compromiso del donante 
debe reconocerse como agradecimiento por su labor. 

Algunas élites políticas, dedicadas a calumniar los es-
casos ejemplos que se conocen de prácticas filantrópi-
cas empresariales, no siempre constituyen un aliado para 
alcanzar ese reconocimiento público que, en esencia, es 
dual: reconociendo al mecenas se reconoce a la entidad 
o persona que ha podido llevar a cabo su labor con ver-
tiente en toda la sociedad. La celebración de premios o la 
figuración del logotipo de una empresa en aquellos even-
tos de la actividad que financian, casi como si se tratase 
de un patrocinador más, son pequeños gestos que ponen 
en valor la generosidad y motivan a practicarla.

Por otro lado, debe considerarse al Estado un benefac-
tor del mecenazgo, promoviéndolo y siendo un instrumen-
to al servicio de quienes quieren donar y quienes buscan 
protectorados. España carece de instituciones que sirvan 
de conector entre donantes y receptores, como sí tiene Rei-
no Unido en el Art&Business, Portugal en la Rede Nacional 
do Mecenato y Francia en Mission Mécénat. Un organismo 
similar contribuirá a concebir lo público más como un pun-
to de encuentro y desarrollo para mecenas y beneficiarios 
que como un receptor más de esa solidaridad. 

Por último, quizás la medida más apremiante a con-
templar en futuros proyectos de ley para el mecenazgo 
será la concesión de autonomía en la gestión de recur-
sos a todas las instituciones culturales públicas. En la 
actualidad, entidades como la Biblioteca Nacional, el 
Museo del Prado o el Museo Reina Sofía, ya gozan de 
esa autonomía de gestión que las permite gestionar di-
rectamente los legados o ingresos de patrocinadores 
como parte de sus presupuestos, mientras que otras 
instituciones culturales públicas como las bibliotecas 
y los teatros municipales, los museos regionales, las 
orquestas y los conservatorios, se ven privadas de las 
donaciones que pueden hacerles los particulares ya que 
van destinadas al Tesoro Público.

Una donación realizada por un ciudadano a cualquie-
ra de esas instituciones o a un fin que podría acometer 
una de esas instituciones, es refundida en las arcas pú-
blicas y podrá destinarse a otras actividades, según la 
Ley General Presupuestaria. Se incumpliría así con la 
afectación de esa donación al fin o causa que el me-
cenas pretendía promover. Se desvirtúa el deseo del 
donante y el fin último del mecenazgo. Además, este 
hábito impide a las entidades alcanzar cualquier tipo 
de soberanía sobre lo que les iba destinado en origen 
y desincentiva los intentos por buscar apoyos exter-
nos a los fondos aportados por el propio Estado. De no 
modificarse este estatus de las instituciones culturales 
públicas, España acabará acumulando unas entidades 
ancladas en la desafección por lograr fondos propios 
y resignadas a conformarse con las aportaciones ge-

neralmente insuficientes de las que las nutra el Estado, 
encargado de absorber las donaciones que empresas y 
particulares las destinan desde un principio.

Conclusiones: el mecenazgo como motor social del li-
beralismo

La sociedad española, una de las más solidarias con el 
prójimo en situaciones de emergencia, desconoce de qué 
trata el mecenazgo y qué beneficios puede traer su prác-
tica, pero esa disposición a la colaboración desinteresada 
la convierte en una sociedad preparada para practicarlo, 
convertirlo en habitual entre los suyos e incluso convertir-
se en pionera legislando sobre nuevas formas de ejercerlo. 

Facilitar la práctica del mecenazgo a través de de-
ducciones fiscales, del reconocimiento de nuevas for-
mas de ejercerlo no necesariamente monetarias, y del 
respeto al deseo del mecenas destinando sus aportacio-
nes a los fines pretendidos, es necesario para populari-
zar esta actividad y lograr una red nacional de mecenaz-
go que sostenga aquellas actuaciones donde el Estado 
no siempre llega (y donde no siempre debe llegar) y que 
revierten en el beneficio común.

El mecenazgo no es solo una colaboración monetaria 
puntual con una causa. Es también una herramienta de 
participación en la sociedad civil, una forma de educar en 
cultura cívica, un método que permite al ciudadano ele-
gir cómo pagar parte de sus impuestos, y un testimonio 
sobre la importancia de la implicación desinteresada en 
causas que benefician a la comunidad. 
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Sobre la Fundación para el Avance de la Libertad
 
La visión que inspira a la Fundación para el Avance de la Libertad (Fundalib) es la de unas 

sociedades humanas prósperas, organizadas mediante el orden espontáneo de la cultura y 
del mercado, y respetuosas de la libertad individual de todos sus integrantes. Esta visión se 
concreta en la siguiente declaración de misión, que es también un llamamiento a cuantos 
quieran unirse a nosotros en este esfuerzo: "Nuestra misión es promover el avance de la Li-
bertad individual humana en todos sus aspectos y el éxito de las organizaciones y entidades que la impulsan y defienden".

En desarrollo de su misión, esta fundación libertaria organiza eventos y publica libros, informes y otros documentos 
así como material audiovisual. En particular, edita índices comparativos sobre la situación de la libertad en diversos 
ámbitos temáticos y geográficos. La revista mensual AVANCE de la Libertad llega a miles de lectores todos los meses. 
Los representantes de la Fundación participan en todo tipo de actos y en los medios de comunicación. Los proyectos 
de la Fundación han recibido diversos premios europeos y mundiales. La Fundación forma parte de la Red Atlas, que 
agrupa a los institutos de pensamiento liberales clásicos y libertarios en todo el mundo.

Corren tiempos difíciles para la Libertad de todos. Necesitamos tu apoyo. Hazte Amigo de la Fundación y suscríbe-
te a nuestros proyectos y a la revista en patreon.com/fundalib o haz una donación en fundalib.org/don/

Ética financiera. Para la investigación y para 
la publicación de este informe no se ha gasta-
do dinero del contribuyente ni se ha aceptado 
subvenciones estatales. Si deseas realizar una 
donación para apoyar a la Fundación, por favor 
escanea el código QR o visite www.fundalib.org/
don. También puede adquirir camisetas y otros 
productos en: tienda.fundalib.org

Atlas Network. La Fundación se enorgullece 
en formar parte de la Red Atlas, una plata-
forma compuesta por unos quinientos think 
tanks de un centenar de países que trabajan 
por la libertad tanto económica como perso-
nal. Para más información, por favor visite el 
sitio web de la Red Atlas en la dirección si-
guiente: www.atlasnetwork.org.

Propiedad intelectual. Esta obra se publica 
bajo la licencia de Creative Commons "CC 
Attribution-NoDerivatives 4.0 International" 
(CC BY-ND 4.0). Se permite expresamente la 

reimpresión y reedición del contenido para cualquier fin en tanto no 
se modifique ni rehaga y siempre que se acredite la autoría, así como 
la condición de la Fundación para el Avance de la Libertad como en-
tidad editora. Toda cita del presente informe deberá ser fiel y estar 
correctamente contextualizada. Toda mención digital deberá llevar el 
correspondiente enlace de hipertexto a la versión digital presente en 
el sitio web de la Fundación.

Fundación para el Avance de la Libertad, enero de 2023.
c/ Marqués de la Ensenada, 14, 1º 15, 28004 Madrid (España).
www.fundalib.org  |  contacto@fundalib.org
Coordinador de la colección Informes de la Fundación: Juan Pina.
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Para hacer llegar esas ideas al ciudadano y lograr su 
compromiso, es necesario reconocer a los mecenas su la-
bor, por pequeña que sea, y visibilizar los logros obtenidos 
con sus aportaciones. Un país involucrado con el mece-
nazgo es más crítico con las instituciones con las que co-
labora, ya que median sus aportaciones personales, favo-
rece la transparencia de esas organizaciones y dota a su 
sociedad de la capacidad de elegir qué causas considera 
prioritarias, enviando así un mensaje claro a los organis-
mos públicos que no siempre destinan financiación a los 
ámbitos que la sociedad desea.

Por esto el mecenazgo debe ser ampliamente prac-
ticado: una base social comprometida con la cesión vo-
luntaria de bienes y servicios puede actuar unas veces 
como complemento a la actuación estatal y otras como 
contrapeso. El primer paso para avanzar en este camino 
es actualizar la ley vigente. Existen ejemplos a los que 
mirar en otros países y los agentes sociales y las insti-
tuciones llevan años trabajando por su adecuación a los 
nuevos tiempos. La nueva Ley que nazca tras la reforma 
debe hacerlo con una idea faro: apostar por el mecenazgo 
es apostar por una sociedad más libre

http://patreon.com/fundalib
http://www.fundalib.org/don/


INFORMES DE LA FUNDACIÓN

La línea de publicaciones Informes de la Fundación persigue el objetivo de tratar de manera 

sucinta todo tipo de cuestiones específicas que resulten relevantes a la causa de la libertad, con 

una extensión limitada y un lenguaje divulgativo. Los autores son especialistas en las diversas 

áreas y cuestiones, y las abordan desde una perspectiva favorable a las ideas de la libertad. 

EL MECENAZGO EN ESPAÑA

El mecenazgo es una expresión particularmente importante de la libertad individual y de la au-

tonomía de la sociedad civil frente al dirigismo estatal y la planificación por parte de políticos y 

funcionarios. Aunque en algunos países de nuestro entorno está mucho mejor regulado, en España 

adolece de una legislación muy mejorable y, más allá de la normativa, también de una tradicional 

desconfianza de los poderes públicos hacia esta práctica. Si añadimos la transformación que está 

sufriendo en todo el mundo a causa de la revolución digital, con fórmulas de micromecenazgo como 

el crowdfunding, que nuestra legislación no toma en cuenta, el panorama es desalentador. El autor 

se ocupa de todas estas facetas del problema y formula planteamientos liberales pro mecenazgo.

www.fundalib.org


